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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la apelación interpuesta por la accionada SECRETARÍA DEPARTAMENTAL DE SALUD DE RISARALDA, contra la decisión adoptada el 31 de mayo de 2016 por el Juzgado Sexto Penal del Circuito local, que tuteló los derechos fundamentales invocados por el accionante SANTIAGO GÓMEZ PELÁEZ.
ANTECEDENTES

El señor Gómez informa que el 3 de noviembre de 2015 en sorteo realizado por el Ministerio de Salud y Protección Social fue asignado para realizar su servicio social obligatorio –año rural- en el Hospital del municipio de Pueblo Rico-Risaralda en el cargo de médico. 
En ejercicio de sus labores el 16 de enero del presente año, afirma, que fue amenazado de muerte por un paciente, situación que fue puesta en conocimiento de las autoridades correspondientes dos días después; por otro lado, asegura que en el Hospital tiene extenuantes jornadas laborales las cuales exceden lo permitido.
Por el estrés que le ha causado la situación en el Hospital San Rafael del municipio de Pueblo Rico, asevera que ha empezado a sufrir problemas de salud lo que lo llevó el 29 de febrero de 2016 a ser atendido de urgencia en el Instituto del Sistema Nervioso de Risaralda, siendo diagnosticado con una depresión severa sin síntomas psicóticos por lo que se le ordenó tomar clonazepam y escitalopram, además de ser incapacitado para laborar. Así las cosas, el 23 de marzo de 2016 tuvo cita de control, quien le prolongó el tratamiento farmacológico y ordenó 10 sesiones de terapia mensuales, además del cambio del lugar de trabajo debido a los síntomas que padece.  

Dice el libelista que antes de enfermarse y con ocasión de la amenaza del paciente, presentó un derecho de petición ante la Secretaría de Salud Departamental solicitando el cambio de lugar del servicio social o la exoneración del mismo, obteniendo como respuesta una negativa.

Por lo narrado, considera que se le están vulnerando sus derechos fundamentales a la vida digna y a la salud y por ello solicita que le sean protegidos, ordenándole a la accionada brindarle la amnistía del servicio social obligatorio que como estudiante de medicina debe realizar. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado Sexto Penal del Circuito local, mediante auto 29 de marzo de 2016 admitió la petición de amparo interpuesta y dispuso la notificación a la accionada en la forma indicada en la Ley.  Posteriormente, profirió un primer fallo el 11 de abril del presente año, negando por improcedente la protección reclamada; como la decisión fue apelada por el actor, en segunda instancia el 18 de mayo de 2016 se decretó la nulidad de la misma por indebida conformación de la Litis. 
En ese orden de cosas y después de realizadas las vinculaciones ordenadas por el A-quem, el 31 de mayo de 2016 el juez de primera instancia procedió a dictar nuevo fallo, esta vez tutelando el derecho a la salud del joven Santiago por considerar que de acuerdo a lo dicho por el médico tratante es necesario el traslado de lugar de prestación de su servicio social obligatorio para garantizar su recuperación, puesto que volver al Hospital del municipio de Pueblo Rico le genera un compromiso sintomático; además de que es una manera de garantizar que él continúe recibiendo la atención médica que requiere tanto farmacológica como de terapia individual y de grupo para el control del “episodio depresivo grave” que se encuentra atravesando. De allí que le haya ordenado a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda proceder a realizar los trámites administrativos correspondientes para lograr el efectivo traslado del accionante de centro hospitalario para uno en Pereira o cerca a esta ciudad, con el fin de que siga recibiendo la atención psiquiátrica que necesita; concediéndole para ello un mes contado a partir de la efectiva notificación de la sentencia.
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Una vez conoció la decisión de instancia la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda procedió a impugnar el fallo allegando para ello un escrito por medio del cual señala que a su juicio lo ordenado por el A-quo excede sus competencias puesto que el traslado de plaza en SSO no existe y para lo único que ese ente territorial se encuentra facultado frente a esos asuntos es para exonerar de ese servicio, lo cual realiza mediante acto administrativo y dentro de las causales previstas por la resolución 1058 de 2010 no se encuentra la situación del actor, a menos que se tome la consagrada en el literal del artículo 4 de esa norma, para lo cual debe ser aprobada esa exención por el Comité de Servicio Social Obligatorio. 
Por otra parte, considera que se equivocó el A-quo al citar la jurisprudencia sobre traslados de docentes por condiciones de salud, para aplicarlo al caso concreto, ello por cuanto los entes territoriales de educación sí están facultados legalmente para hacer tal cosa, mientras que los de salud, vuelve y se reitera, no lo están en cuanto al tema del SSO, puesto que su trabajo en ser un facilitador para ese servicio que se encuentra bajo la completa responsabilidad del Ministerio de Salud. 
De acuerdo a lo narrado, la Secretaría de Salud de Risaralda solicitó que se revoque el fallo de instancia por no ser esa entidad la competente para cumplir lo ordenado. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

Le corresponde a la Sala determinar, si le corresponde o no a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda trasladar al accionante del lugar que le correspondió para la prestación de su Servicio Social Obligatorio, atendiendo a sus actuales problemas de salud. 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección.
La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido birlados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 
Sea lo primero decir que el Servicio Social Obligatorio –SSO- es aquel que prestan, por una única vez, aquellos profesionales en medicina, odontología, enfermería y bacteriología con posterioridad a la obtención de su título profesional; así las cosas, son cargos en instituciones públicas o privadas, previamente aprobados por la autoridad competente, que permiten la vinculación legal y contractual del profesional de la salud de manera temporal, esto es por el tiempo que dure el SSO. Frente a esto, dijo la Corte Constitucional: 
“Como se explicó, la prestación del SSO, previa la obtención de la licencia para el ejercicio de la medicina, es un requisito establecido por el legislador en la Ley 1164 de 2007, en atención a la relación que la carrera tiene con la consecución de fines sociales de relevancia constitucional y con derechos fundamentales como la salud y la vida. El desarrollo del mismo, mediante la Resolución No 1058 de 2010 del Ministerio de la Protección Social obedece, a su vez, a la potestad reglamentaria de la administración, aplicada con el propósito de hacer operativa la prestación del servicio. (…)”

En este punto valga la pena mencionar que el SSO tiene una duración de un año de acuerdo a lo establecido en el artículo 10 de la Resolución 1058 de 2010, y de acuerdo a lo dicho anteriormente es un requisito para que un egresado de una carrera en el área de la salud obtenga la licencia para ejercer su profesión. Sin embargo, la norma ya mencionada, teniendo en cuenta que la cantidad de plazas disponibles para el cumplimiento de ese requisito es menor al número de egresados de los programas de salud de las distintas instituciones académicas acreditadas en el país, estableció que ciertas personas podrían obtener su licencia sin el lleno de ese requisito por encontrarse exentas del mismo, por ello en el parágrafo del artículo 4 estableció: 
“Parágrafo. Serán exentos de la prestación del Servicio Social Obligatorio los siguientes profesionales:
a) Quienes hayan cumplido su servicio social obligatorio en otra profesión del área de la salud en Colombia.
b) Aquellos nacionales o extranjeros que hayan cumplido el servicio social obligatorio en el exterior.
c) Los profesionales que hayan cumplido el servicio militar obligatorio en Colombia.
d) Los nacionales o extranjeros que hayan obtenido título de posgrado en el exterior en áreas de especial interés para el país, podrán ser exentos de la prestación del servicio social obligatorio previo concepto del Comité de Servicio Social Obligatorio.
e) Los profesionales que, por caso fortuito o fuerza mayor debidamente justificada y documentada, soliciten la exoneración o convalidación del servicio social obligatorio y esta les sea autorizada por la Dirección General de Análisis y Política de Recursos Humanos del Ministerio de la Protección Social, previo concepto del Comité de Servicio Social Obligatorio.
Los profesionales a los cuales aplique las condiciones de los literales a), b) y c) del presente artículo podrán presentarse voluntariamente a los sorteos para la realización del mismo.”
Teniendo claro qué es y quiénes deben realizar el Servicio Social Obligatorio, es menester pasar a revisar cuáles entidades son las encargadas de regularlo para ello, se debe partir de lo establecido en el artículo 33 de la Ley 1164 de 2007 que menciona en su parágrafo 1º que el diseño, dirección, coordinación, organización y evaluación de ese Servicio Social, corresponde al Ministerio de la Protección Social. Atendiendo tal cosa, esa cartera ministerial profirió la resolución 1058 DE 2010, en la cual estableció en su artículo 18 la conformación del comité de servicio social obligatorio, que tiene entre sus potestades la de “recomendar sobre los eventos de convalidación y exoneración del servicio social obligatorio.”
. Por otra parte, teniendo en cuanta que el reporte de las plazas disponibles para ese servicio, es responsabilidad de cada uno de los entes territoriales o distritales de salud, el Ministerio determinó, por medio de la resolución 2358 de 2014, que esas Secretarías también serían las encargadas de atender y resolver las peticiones relacionadas con la vinculación, exoneración, convalidación y cumplimiento del Servicio Social Obligatorio, que se originen en plazas ubicadas en sus respectivos territorios.

En ese orden de cosas y antes de entrar a resolver el problema jurídico planteado dentro del presente asunto hay que recordar que visto lo obrante en el expediente se tiene que el actor actualmente se encuentra haciendo su año de servicio social en el Hospital San Rafael del municipio de Pueblo Rico-Risaralda, y ha solicitado ser exonerado del mismo alegando dos causales, una es por cuestiones de seguridad y otra porque alega padecer un grave problema de salud mental que le impide continuar con tal labor. 
Como sustento de esas dos afirmaciones, el señor Santiago presentó copia de la denuncia que hizo ante la Fiscalía General de la Nación por las supuestas amenazas que en contra de su vida fue víctima en el puesto de salud del corregimiento de Santa Cecilia del municipio de Pueblo Rico-Risaralda; aunado a ello, respecto a su estado de salud se tiene que el Despacho de manera oficiosa le solicitó información a su psiquiatra tratante quien comunicó que la recomendación en su caso es un cambio en su sitio de trabajo dado el compromiso sintomático que le generaría volver a ese mismo lugar (Fl. 64). 
Además de lo anterior, dentro del expediente se tiene la respuesta de la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, señalando la imposibilidad legal y administrativa para realizar el traslado del accionante del sitio de servicio social, toda vez que esa figura no está contemplada en la norma y no hay otro sitio en el departamento en donde él pueda prestar sus servicios; y en cuanto a la exención del servicio, se tiene que, según ese ente territorial, el actor no se encuentra en ninguna de las causales establecidas en los acuerdos que el Ministerio de Salud ha proferido para regular la materia, situación que hace imposible acceder a lo pedio por él. 
En ese orden de cosas y teniendo en cuenta las normas que rigen el SSO, encuentra esta Corporación que le asiste razón a la entidad impugnante en cuanto a que lo que le está ordenando el A-quo es algo que escapa de su competencia por ser una situación que no fue contemplada dentro de las normas que regulan el tema, lo que implica que no se pueda asimilar, como bien se señala en la impugnación, a la situación de los traslados de docentes a cargo de los departamentos, puesto que tal cosa sí está regulada por en los estatutos docentes. 
De la anterior situación es conocedor el accionante, por ello cuando presentó tanto su solicitud a la entidad departamental como al juez de tutela, pidió que se ordenara su exención del SSO y no el traslado de centro de prestación del servicio, alegando para ello encontrarse en una situación de caso fortuito o fuerza mayor. 
Con todo lo dicho hasta acá, es evidente que lo ordenado por el Juez de primer nivel está encaminado a proteger el derecho a la salud del actor, sin embargo, como ya se ha venido dejando claro, ello jurídicamente no es posible para la entidad encartada, menos cuando ha sido reiterativa en señalar que no tiene una plaza disponible para hacerlo, y es algo que se hace evidente a todas luces si se tiene en cuenta la oferta de plazas para ese servicio frente a la demanda de las mismas, lo que ha generado que su asignación se haga mediante un sorteo entre los aspirantes quienes al momento de su inscripción, eligen una serie de lugares de su preferencia, sin que ello signifique que allí vayan a ser nombrados; más aún, cuando es evidente que los más apetecidos son aquellos que se encuentran en ciudades capitales de Departamento o municipios cercanos a los mismos, vacantes que primero se sortean entre aquellos que ostentan una condición especial de las que habla el artículo 4º de la resolución 2358 de 2014.

Con todo lo dicho hasta aquí, es evidente que no se puede convalidar la orden dada por el Juez A-quo a la Secretaría Departamental de Salud de Risaralda, dada la imposibilidad tanto jurídica como material para ello, pero tampoco es viable desconocer la condición de salud del señor Santiago y las recomendaciones de su médico tratante en cuanto a que él no preste sus servicios en aquel lugar en donde tuvo el problema que le desencadenó su actual patología. 

Partiendo de esa recomendación médica, es necesario recordar que el problema de salud del actor se inició luego de un inconveniente que tuviera en el puesto de salud del corregimiento de Santa Cecilia del municipio de Pueblo Rico, en donde según sus versiones fue amenazado por un paciente al que se negó a atender; aunado a ello, revisado el expediente se encontró en lo informado por las Directivas del Hospital San Rafael de Pueblo Rico, que respecto del señor Santiago se han presentado varias quejas de parte de usuarios y funcionarios del centro de salud de Santa Cecilia respecto a la calidad y la forma como él trata a las personas que asisten a ese lugar en busca de atención médica (fls. 65 a 81).
En ese orden, toda vez que a pesar de la situación de salud del petente no existe prueba alguna de que él no pueda continuar con la prestación de su SSO y mucho menos de que el permanecer haciéndolo ponga en riesgo su salud o integridad física y mental, razón por las que las recomendaciones del psiquiatra tratante están encaminadas a que él continúe con su tratamiento farmacológico y psicoterapéutico, además de que en la medida de lo posible no trabaje en el lugar donde tuvo los problemas que desencadenaron su patología, y teniendo en cuenta que no es posible su traslado, como lo había ordenado el juez de primer nivel, y tampoco hay evidencia de que él se encuentre en una situación tal que lo haga ser merecedor de la exención del servicio social, lo pertinente en este asunto es revocar el fallo de instancia en cuanto a lo ordenado al ente territorial, para en su lugar ordenarle a las Directivas del Hospital de Pueblo Rico-Risaralda, que en adelante el accionante no sea enviado a prestar sus servicios al Centro de Salud del Corregimiento de Santa Cecilia de esa municipalidad, ello atendiendo las recomendaciones médicas y a con el ánimo de no afectar a esa comunidad.
Aunado a lo anterior, se le ordenara a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda reevaluar la situación del accionante teniendo en cuenta el concepto de su psiquiatra tratante para que con ello proceda a establecer la viabilidad o no de dar por terminado de manera anticipada bajo la figura de la exención, el servicio social obligatorio que actualmente presta en la ESE Hospital San Rafael del municipio de Pueblo Rico-Risaralda. 
En resumen, se confirmara la protección constitucional al derecho fundamental a la salud del señor Santiago Gómez Peláez, pero se revocará la orden dada a la Secretaría de Salud Departamental al igual que las desvinculaciones contempladas en el numeral tercero de la decisión revisada; por otra parte, se le ordenará al Director del Hospital de Pueblo Rico-Risaralda que a partir de la notificación de esta decisión no vuelva a asignar al señor Santiago para prestar sus servicios en la Centro de Salud del Corregimiento de Santa Cecilia de esa municipalidad. Por otra parte, se le ordenará a la entidad de salud departamental accionada proceder a realizar una revisión del caso del actor teniendo en cuenta las recomendaciones dadas por su psiquiatra tratante a fin de determinar la viabilidad o no de que se le conceda la exención del SSO. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Tutelas, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad conferida en la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR parcialmente el fallo de primera instancia proferido dentro del presente asunto el 31 de mayo de 2016, por el Juzgado Sexto Penal del Circuito local, en cuanto brindo protección al derecho fundamental a la salud del señor SANTIAGO GÓMEZ PALÁEZ. 
SEGUNDO: REVOCAR los numerales segundo y tercero de la decisión revisada, ello por lo explicado en la parte motiva de esta decisión. 
TERCERO: ORDENARLE a la Gerente de la ESE HOSPITAL SAN RAFAEL DE PUEBLO RICO-RISALRADA que a partir de la efectiva notificación de esta decisión se abstenga de asignarle al señor Santiago Gómez la prestación de sus servicios médicos en el Centro de Salud del Corregimiento de Santa Cecilia de esa municipalidad, dado que allí ocurrieron los hechos que originaron su crisis depresiva. 

CUARTO: ORDENARLE a la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA que dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la notificación de esta decisión proceda a realizar una revisión del caso del actor teniendo en cuenta las recomendaciones dadas por su psiquiatra tratante a fin de determinar la viabilidad o no de que se le conceda la exención del Servicio Social Obligatorio. 
QUINTO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Corte Constitucional, sentencia T-109  de 2012, M.P. Dra. María Victoria Calle Correa. 


� Literal e del artículo 18 de la resolución 1058 de 2010, Ministerio de Salud y Protección social. 


� Artículo 4 de la resolución 2358 de 2014, Ministerio de Salud y Protección Social. 
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